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EscRJ · O DE CONTESTACIÓN DE DE NDA DFJ.EsTADO DE GUATDtALAANTE 1A CORTE 

INTEKAMERICANA DE OFJlECHOS HUMANOS 

l. ANALI IS PRELIMINAR DE COMPETENCIA 

1. El Estado Guatemala, se adhirió a la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 
27 de abri de 1,978 y aceptó la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de 
Derechos umanos ( en adelante Corte JDH) el 9 de marzo de 1,987, por medio del Acuerdo 
Gubemati número 123-87 de 20 de febrero de 1,987, estableciendo en el artículo 1: 
·Declara q e reconoce como obligatoria, de pleno derecho y sin convenci6n especial, la 
competenc de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos, sobre todos los casos 
relativos a la interpretación o aplicación de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos." 

2. Derivado lo descrito en el párrafo anterior y considerando que Guatemala es Estado 
parte de Ja Organización de Estados Americanos (en adelante OEA) y que 1a señora María 
Eugenia Vi laseñor Velarde y miembros de su familia son personas naturales reconocidas 
legalmente por el Estado de Guatemala de conformidad con lo establecido en los artículos 
1.1 y 2 de l CADH, cumplen con los requisitos para formular su reclamación ante la Corte 
IDH. por I que ésta tiene facultad para conocer del caso por ratione personae. De igual 
fonna. está fu cuitada para conocer por ratione temporis debido a que los hechos ocunieron 
el 5 de oct bre de 1,995, momento posterior a la ratificación de la CADH por el Estado. Por 
ratione locí y ratione materiae debido a que se alega la violación de derechos consagrados 
en la CAD acaecidos en un Estado parte de la OEA alegando Ja violación de derechos 

enlaCADH. 

3. En ese sen do y de conformidad con lo preceptuado por los artículos 61 y 62 de la CADH 
(sobre com etencia y funciones de la Corte lnteramericana) y. tomando en consideración 
las reserva que hizo el Estado al momento de aceptar la competencia contenciosa, la 
Honorable orte es competente para conocer el caso 11.388 Maria Eugenia Villaseñory 
otros Vs. uatemala, sometido a su conocimiento por la CIDH. en relación con las 
presuntas ioJaciones a )os derechos protegidos por 1a CADH. alegadas tanto por la 
Comisión e mo por los peticionarios. 

4. De los hec s que se someten al conocimiento contencioso de Ja Corte IDH se desprende 
que el 22 septiembre de 1,994. la Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de 
Guatemala presentó una petición ante Ja CIDH. AJ día siguiente de recibida ]a 
comunicaci n, esta se trasladó a) Estado, solicitando información sobre )os hechos 

5 
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alegados í como sobre si se habían agotado o no los recursos de la jurisdicción interna 
partes. 

iciembre de 2,002 la Comisión informó al Estado de Guatemala y a los 
s que había decidido aplicar el artículo 37 .3 del Reglamento entonces vigente y 

diferir el tamiento de la admisibilidad hasta el debate y decisión sobre el fondo. Tras 
dicha deci ión, el Estado presentó un escrito de observaciones el 28 de febrero de 2,005. 
En comuni ación de 13 de junio de 2,013. la señora Villaseñor indicó que ella continuaría 
con su de~ nsa en el presente asunto. El 7 de mayo de 2,014 la señora Villaseñor presentó 
sus observ dones sobre e) fondo, las cuales fueron remitidas al Estado el 10 de junio de 
2,015 con I plazo reglamentario de cuatro meses. El Estado presentó sus observaciones 
sobre el fo do el 9 de octubre de 2,015. La señora Villaseñor presentó comunicaciones 
adicionale el 8 y 28 de junio de 2,016, las cuales fueron remitidas al Estado para su 
conocimie to. 

A. SOBRE OS HECHOS DEL CASO 

6. En el mom ttto en el que se solicitaron las medidas cautelares, la CIDH consideró que la 
se:ñora María Eugenía ViJJaseñor se encontraba en sítuación de riesgo vulnerable, por Jo 
que se debf n otorgar las medidas en razón de la extrema urgencia y gravedad para evitar 
cualquier v neración a los derechos humanos de Ja peticionaria. En e] año 2,013, Ja CIDH 
con la infor ación con la que contaba en ese momento. consideró que la peticionaria ya no 
se encon ba en situación de riesgo, que esta había cambiado y por lo tanto ordenaba que 
se levan n las medídas cautelares decretadas. 

7. EJ Estado r itera que de conformidad con e] documento presentado por Ja señora María 
Eugenia v· aseñor con fecha 7 de mayo de 2,014, los hechos expresados para que se 
conozca el onda del asunto, son los mismos hechos que dieron Jugar a la solicitud de 
medidas utelares. Con re]ación a Jas investigaciones iniciadas por e] Estado, esta 
representa ióo se referirá a las mismas en el apartado respectivo (ver supra párr. 20-25). 

A. PRONl/i CIAMIENTO DEL Esl'ADO RESPECTO AL INFORME DE FONDO NO. 46/16 Y AL F.sClmv DE 
SOU DES~ARCU/IIENTOS Y PRUEBAS. 

8. Según carta fechada 14 de febrero de 2,017. la señora María Eugenia Villaseñor Velarde 
presentó ro unkación a COPREDEH en Jaque señala su anuencia a la suscripción de un 
Acuerdo de ol.ución Amistosa, razón por la que, con fecha 14 de marzo de 2,017, el Estado 
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de Guatem a remitió comunicación a la CIDH en la que se hace constar la renuncia expresa 
a la interpo ición de excepciones preliminares respecto del plazo establecido en e) artículo 
51.1 de Ja H, con el fin de suscribir dicho Acuerdo con la peticionaria del presente caso. 

9. No obstao t la manifestación expresa hecha por e) Estado ante Ja CJDH de renunciar 
expresame te a la interposición de excepciones preliminares con relación al plazo que 
tiene Ja Co isión para plantear la demanda, )a misma se presente ante la jurisdicción 
contencios )a Corte, por Jo que e) Estado, en esta oportunidad procesal, se pronunciará 
sobre los h chos contenidos tanto en el informe de fondo como en el escrito presentado 
por los disti guidos representantes de las víctimas. 

10. Con ba e en las exposiciones de hecho y derecho reali7.adas en el informe de fondo 
emitido por la CIDH, se solicita se declare la responsabilidad del Estado por las violaciones 
a )os derec s contenidos en los artículos 5.1, 8.1, 25.1 con relación a la obligación genera) 
contenida e el artículo 1.1 del mismo tratado internaciona~ en perjuicio de María Eugenia 
Villaseñor larde y su familia, integrado. según dicho informe, por su hija Beatriz Eugenia 
Villaseñor elarde. y sus hermanos Francis Antonio Villaseñor Velanle y Rosa Antonieta 

larde. 

11. contiene, además de las violaciones a los derechos identificados en el párrafo 
anterior, Ja u puesta violación al derecho a Ja honra y a )a dignidad, sin hacer énfasis en Jas 
acciones u misiones que respalden las razones por las cuales se le pretende abibuir 
responsabil dad internacional al Estado de Guatemala. 

12. Confo e a la información que fuera recabada y recibida oportunamente, el presente 
escrito se r mite con información proporcionada por el Ministerio Público y Ministerio de 
Gobernació 1. 

A. DE LAS WIDAS CAIITELARES OTORGADAS A FAVOR DEMARiA EUGENIA VIU.ASEÑOR 

13. Con re ción a la información de la medida cautelar, el Estado manifiesta que la señora 
María Ruge ia ViJJaseñor contó. de 1,994 a 1,997, con cuatro agentes de la PNC para su 
seguridad p rsonal. A partir de 1,997 se le retiraron dos agentes de la PNC y se quedaron 
con ella ha.s 2,012, fecha en la que la CIDH ordenó el levantamiento de la medida cautelar. 
En este cas particular (MC-1-94 a favor de María Eugenia Villaseñor), e) Estado reitera 
que cumpl( con la obligación de adoptar las medidas por un período de más de dieciocho 
años para sguardar y proteger la vida y la integridad fisica de las beneficiarias, tomando 

1 
MINGOB. Ref. D 1,319-17/FMRL-fdl 08 201706568 de fecha 22 de agosto de 2017. 

7 
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en cuenta e contexto de ese período y las condiciones de extrema urgencia que suponía la 
naturaleza e la rnedida2. 

14. Quedó creditado dentro del trámite de la MC que la señora Villaseñor Velarde, al 
momento d levantarse su medida cautelar, se dedicaba a otras actividades profesionales 
distintas d las que realizaba al momento de situarla en condición de extrema urgencia y 
gravedad, rcunstancja que fue tomada en consideración por la CJDH para ordenar el 
Jevantamie to de la medida. Esta solicitud de levantamiento, se reitera, se realizó debido a) 
cambio de l circunstancias de extrema urgencia y gravedad que motivaron la solicitud de 
las mismas, e conformidad con lo preceptuado en los artículos 252, 25.4, 25.6, 25.73• 

15. o en cuenta la solicitud de revisión, la CIDH resolvió " ... en vista de la situací6n 
y su exame u la luz de la información aportada hasta la fecha por ambas partes, y los 
requisitos tablecidos en el artículo 25 del Reglamento de CIDH, la Comisión hu decidido 
levantar la medidas cautelares de referencia y procederá al archivo del expediente ... "4• De 
esa cuenta. el Estado comunicó a la beneficiaria de la medida cautelar la decisión de la 
CIDH de or enar el levantamiento de la misma, sin que fuera posible encontrarlas, y se 
procedió a tirar la escolta policial el 11 de septiembre de 2,013. 

16. e el Estado comparte el criterio de )a CIDH de ordenar el levantamiento de la 
lar; esta protección y tutela del SIDH es subsidiario y suple la ausencia o 

ineficacia los mecanismos nacionales o refuerza aqueJJos que presentan alguna 
particularid d que los limita a la protección y resguardo de los derechos humanos y 
libertades las personas que corren riesgo de sufrir daños irreparables, ampliando las 
obligacione y responsabilidades internacionales de los Estados. 

17. Aunad a lo anterior, el levantamiento de las medidas cautelares corresponde en 
todos aquel os casos en los que no subsistan los requisitos básicos que dieron origen a su 
adopción. to supone que podrá darse cuando ya no exista en la situación una gravedad y 
urgencia qu posiblemente acarrearían, según el curso normal y ordinario de las cosas, )a 
concreción e un daño irreparable6. Y, de no persistir las condiciones para mantener el 
otorga:mien o de la medida ordenada, corresponde al Tribunal valorar )a pertinencia de 
continuar e n la protección ordenada 7. 

2 Anexo 2: COPRE EH. Oficio Ref. P-783-2015/AFAf/AU/iv, de fecha 09 de octubre de 2,015. Párr.11.c. 
3 

COPREDEH. Ofic o Ref. P-783-2015/AFAf/AU/iv, de fecha 09 de octubre de 2,015. Párr. 11.d. 
4 

Anexo 3: 7 /26/2 13-RS-5000001 REF. Actualización de Medidas Cautelares Otorgadas Guatemala. 
5 Ref. P588-2013/ FAF/MR/erY REF. P-588ª-2013/AFAF/MR/er. 
6 

Rey Cantor, Em o y Rey Amaya. Ángela Margañta, Medidas provisionales y medidas cautelares en el 
sistema intera ricano de derechos humanos, aOH (Instituto Interamericano de Derechos Humanos), 
Bogotá, 2005. Pá . 197. 
7 

Corte IDH. Asu to Haitianos y Dominicanos de o,wen haitiano en la República Dominicana respecto 
República Domini ana. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos 
de 8 de julio de 2 . Considerando 18. 

------.L----------~-------------------º-----, 
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B. DE LA PRESUNTAS VIOLACIONF.S A LOS DERECHOS DE GARANTfAS JUDICIALF.S Y PROTECCI.ÓN 
JUD1 CONTENIDOS EN LOSARTfcuws 5.1, 8.1 y 25.1 DE LA CADH EN REIACJÓN ALARTICUW 
1.1DE CADH. 

i. 

18. La Co · ión, en su informe de fondo, que de los hechos que estableció durante el 
trámit.e ant el SIDH. que el caso de la señora Maria Eugenia Villaseñor Velarde se relaciona 
con la obli ción que tiene el Estado de protegerla frente a presiones externas, en su 
calidad de ·ue7.3. Esta obligación, en las circunstancias de) presente caso. se encuentra 
directamen e relacionadas con el derecho a la integridad personal de la señora Villaseñor8. 

ii. ARGUM NTOS DE WS REPRESENTANTES DE LAf VICTIMAS 

19. Los re resentantes de las víctimas sostienen que el Estado irrespetó el derecho 
contenido n el artículo 8.1. reJacionado con Ja independencia judicial. Y se violentó su 
derecho a independencia judicial, contenido en el artículo 25.1 de la CADH. 

iii. 

20. De la · formación que posee el ent.e encargado de la investigación penal. se puede 
determinar que con fecha 5 de julio del año 2,005, se recibió en la Unidad Fiscal de delitos 
contra ope dores de Justicia, de ]a Fiscalía de Derechos Humanos de] MP. oficio remitido 
por el Seer, tario de la CSJ a través del cual adjunta denuncia remitida por María Eugenia 
Villaseñor elarde, Magistrada Presidenta de la Sala Quinta de la Cort.e de Apelaciones del 
Ramo Pen 1, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente del Departamento de 
Quetzalte ngo, a través de la cual indica que ha sido amenazada, en tres oportunidades de 
]a siguiente orma: a) Sin especificar fecha o dirección en la que ocurrieron los hechos. en el 
mausoleo d su hermano en e] Cementerio Las Flores. encontraron flores plásticas, y en 
cada pétalo parecia una letra, que al leerlas contiene el nombre de su abogada de quien no 

datos. Jo cual considera una intimidación a su familia; b) m 1 de julio del año 
del Centro de Justicia. sin especificar dirección exacta. al abordar su vehículo, 

una person pasó haciendo señas de amenaza a su seguridad, sin proporcionar más datos 
acerca de I persona; c) Asimismo, aproximadamente entre el kilómetro 119 o 120, en la 
carretera In eramericana que conduce del departamento de Quet:7.altenango a ciudad de 
Guat.emala, vehículo sufrió desperfectos mecánicos. por seguridad se retiró de) Jugar 
donde se ce caron varios vehículos para prestar ayuda, entre ellos un vehículo Mazda 323 
sedan color corinto. ron vidrios polarizados, ron cuatro personas a bordo quienes vestían 
playeras y pantalones cortos y joyas. jóvenes pelo recortado, las dos personas que 

8 ODH, Informe o. 46/16, Caso 11388, Admisibilidad y Fondo, Maria Eugenia Víllaseftor y familia, 
Guatemala, 29 d noviembre de 2016. Párr. 114. 

------~'-------------------------------ª-----, 
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ocupaban I s asientos delanteros hablaron con uno de los agentes de su seguridad y no de 
los que oct paba el asient.o trasero se dedicó a identificarlo y observar el entorno, por tal 
razón man festó la señora María Eugenia ViUaseñor Velarde, que posiblemente estaban 
rnntrnland su salida de la oficina y el trayecto a Guatemala. 

21. Con r lación a esta investigación, el MP informa que ... se realiz6 la investigaci6n 
correspond ente, sin embargo no fue posible poder establecer la existencia real de los hechos 
denunciad , como tampoco la participaci6n de persona alguna, razón por la que en su 
momento s solicitó la Desestímací6n del caso; además de ello, es importante hacer énfasis en 
que al mo ento de prestar información la denunciante en una oportunidad ella indicó no 
tener in en el caso y en la segunda oportunidad no aport6 infonnaci6n tendientes a 
individuar r a las personas a través de quienes se podría continuar con la investigación, 

·emplo el lugar exacto de los hechos, datos de los agentes de seguridad que le 
n para que éstos pudieran declarar ante el Ministerio Público, en cuanto a lo que 

e los hechos. circunstancia que quedó establecida en el informe de investigación 
de fecha 5 e junio d 2006, en donde es clara al indicar que cuando sucedió el tercer hecho 
ella no esta a en el lugar porque un piloto ya la había trasladado a un restaurante cercano y 
que en cua1 to a una magistrada que la acompañaba esta no sab(a nada de los hechos y que 
por lo mí o estaba demás tomarle la información, pues ella nunca Je cont6 lo denunciado 
por su pers na". 

22. Adicio almente, con fecha 2 de enero del año 2,008, la Unidad Fiscal de delitos contra 
operadore de Justicia, de Ja FiscaJía de Derechos Humanos deJ MP, recibió Ja denuncia 
planteada or la señora María Eugenia Villaseñor el 10 de diciembre de 2,007 en la sede 
del MP de uetzaltenango, en calidad de Magistrada Presidenta de la Sala Quinta de la 
Corte de A elaciones del Ramo Penal. Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente del 
Departame to de Quetzaltenango, con relación a una nota enviada de un correo electrónico 
a la CSJ en I que se alega se hacen varias acusaciones contra la independencia judicial y 
honra de la eñora María Eugenia Vil1aseñor. En el presente caso informa el MP que realizó 
las diligen ·as de investigación correspondiente y que ªque efectivamente la dirección 
(proporcion da en el correo electrónico de la denuncia) existe no obstante, según entrevistas 
realizadas nto a la persona que habita el inmueble as( como a vecinos del sector. no 
conocen a inguna persona que se identifique con el nombre de {la denunciante), una vez 
agotada la nvestigac:i6n mrrespondiente no se logra establecer la identidad de la señora ... 
motivo por el cual el Auxiliar Fiscal que estuvo a cargo de la investigación consideró 
pertinente estimar en sede fiscal la denuncia relacionada y como consecuencia jurídica el 
archivo de a misma; en virtud que se presume que el nombre de (la denunciante) fue 
utilizado ún camente para enviar los mensajes de amenazas y coacción ya que no fue posible 
su individua ízación como tampoco se logro estllblecer, a través de la empresa telef6nica que 
efectivame11 e se hubiese enviado el mensaje donde se deni¡Jra supuestamente la 
honorabilid d de la denunciante." 

23. El Esta o comparte las consideraciones de la CIDH con relación a los jueces y juezas al 
reiterar q_u la garantía de jueces y juezas contra presiones externas implica -además de 

~------'----------~---------------------·º---
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realizar la investigaciones necesarias para detectar la fuente de riesgo, esclarecer lo 
sucedido, identificar y sancionar a las personas responsables- diseñar e implementar 
medidas d protección a efectos de garanti7.3r la vida e integridad de quien denuncia las 
amenazas hostigamientos9; no obstante ello, es imprescindible señalar que si bien el 
Estado tie el deber de prevenir las violaciones a derechos humanos a cualquier persona 
que se ene entre sujeta a este, esta obligación se debe exigir de manera razonableto, dado 
que, como a Jo ha manifestado la Corte ·un Estado no puede ser responsable por cualquier 
violación d derechos humanos cometida entre particulares dentro de su jurisdicción. En 
efecto, el c rácter erga omnes de las obligaciones ronvencionales de garanúa a cargo de los 
Estados no implica una responsabilidad ilimítuda de los Estados frente a cualquier acto o 
hecho de p rticulares, pues sus deberes de adoptar medidas de prevención y protección de los 
particulare en sus relaciones entre sf se encuentran condicionados al conocimiento de una 
situación d riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado y a 
las posibili des razonables de prevenir o evitar ese riesgo. Es decir, aunque un actv, omisión 
o hecho de un particular tenga como consecuencia jurídica la violación de determinados 
derechos h ma110s de otro particular, aquél no es automáticamente atribuible al Estado, pues 
debe aten rse a las circunstancias particulares del caso y a la concreción de dichas 
obligacione de garantía"11

• 

24. En el p esente caso, el Estado, dentro del uso de sus facultades de investigación, inicio 
la persec.uc ón penal después de tener conocimiento de los hechos alegados; investigación 
en la que s solicitó información a la víctima y a distintas personas jurídicas con el objeto 
de individu lizar a las presuntas personas responsables, dado que ·ios jueces, a diferencia 
de los de ás ftmcionarios públicos, cuentan con garanúas reforzadas debido a la 
i11dependen ia necesaria del Poder Judidal. "12. 

25. Por lo ·tenor, Ja Corte deberá analizar que pese a que 1a señora María Eugenia 
Villaseñor elarde indica que se cometieron una serie de hechos que atentaban contra su 
independe ia judicial y su integridad así como la de su familia, se pudo recabar 
jnformació únicamente de dos denuncias relacionadas con algunos hechos no con todos 
aquellos qu constan en la información proporcionada por la CJDH en su informe de fondo 
por lo que o podría atribuirse responsabilidad internacional cuando, a nivel nacional, no 
se tuvo opo w1idad de investigar adecuadamente los mismos. 

9 Íbid. Párr. 131. 
1° Corte IDH. Cas Velásquez Rodñguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 
1987.SeñeC No. l, párr.174. 
u Corte IDH. Cas de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
31 de enero de 2 . Serie e No. 140, párr. 123. 
12 Corte IDH. Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 junio de 2009. Serie e No. 197, párr. 67. 
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C. DE LA PRESUNTA VIOLACI.ÓN AL DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL CONTENIDO EN EL 
ARTÍCU OS 5.1 DE 1A CADH EN REIACIÓN AL ARTICUW 1.1 DE LA CADH, RESPECTO DE WS 
H OSDE IA SEiloRA MARIA EUGENIA VIUASJ!/JOR VELARD.& 

í. 

26. isión considera que la situación de los hechos en los que se enmarcan el caso 
de ugenia Vi11aseñor Ve]arde, constituyen una denegación de justicia y una 

rmanente a la integridad psíquica y moral de la señora Villaseñor y sus 
familiares, lerivada del riesgo latente y angustia a la que han sido expuestos de manera 
prolongada 

ii. A RGUM NTOS DE LOS REPRESENTANTES DE LAS VÍCTIMAS 

27. r te. los representantes sostienen que se produjo una violación al articulo 5.1 
por cuanto no se respetó su integridad psíquica y moral, a) no investigarse 

adecuadam nte de dónde provenía la persecución mantenida en su contra, por más de 
veinte años como consecuencia se le privó su derecho al debido proceso. 

iii 

28. Esta r presentación considera que ]a Corte debe ana1izar ]a situación del núdeo 
familiar de ta señora María Eugenia ViJlaseñor Velarde de conformidad con ]os criterios 
jurispruden ·ates asentados por la Corte por cuanto que se ha reconocido como víctimas 
de Ja violad 'n al derecho a ]a libertad de expresión contenido en e] artículo 5 de Ja CADH a 
los familiar directos (madres y padres. hijas e hijos, esposos y esposas, compañeros y 
compañe permanentes)". ·En los casos que no oorresponden a familiares directos, 
correspond a la Corte analizar, con base en la prueba que fue aportada ante ésta, si existe un 
vínculo par cularmente estrecho que permite declarar la violación a la integridad personal 
de éstost4; imismo~ el análisis deberá incluir si éstos familiares se han involucrado en la 
búsqueda el, justi.cia para las violaciones a derechos humanos que se alegan1s o si han 
padecido u sufrimiento propio como producto de los hechos del caso o a causa de las 
posteriores ctuaci'ones u omisiones de las autoridades estato.les frente a los hechosM.• 

13 Corte IDH. O:I 
2009. Serie e No. 
14 Íbid. Párr.129. 
15 Cfr. Caso Bám 
e,árr.163. 

CortelDH. 

IC.awas Femández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 
• P.irr. 128. 

Velásquez Vs. Gua1emala. Fondo. Sentencia de 25 de ncwiembre de 2000. Serie e No. 70, 

Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie e No. 36, párr.114. 

-----'------------~-----------------1.2. __ ___, 
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29. En el resente caso, aunque la CIDH incluya en el informe de fondo, como núcleo 
familiar, a los hermanos de la señora Maria Eugenia Villaseñor Velarde, no se hace 
referencia xpresa a las razones por las cuales (siguiendo los criterios asentados en la 
jurisprude cia de la Corte17) son víctimas de la violación al derecho a la integridad 
persona), p es de )os hechos de) caso y de )a información aportada, no consta que exista un 
involucram ento directo por parte de ellos en la búsqueda de la justicia por los hechos 
alegados, zón por la cual no se puede declarar responsable internacionalmente al Estado 
de Guatem a por la violación al derecho a la integridad personal de Francis Antonio 
Villaseñor ela rde y Rosa Antoniet:a Villaseñor Velarde. 

30. Esta in onnación puede corroborarse con la información aportada por el Ministerio 
PúbJico(qu se acompaña al presente escrito) en cuanto a las denuncias fueron planteadas 
por la seño María Eugenia Villaseñor Velarde, en nombre propio, y en ninguna se hace 
relación a I afectación alegada ante la Corte respecto de sus hermanos así como con el 
informe p · ológico acompañado por los representantes de las víctimas a los anexos del 
ESAP (aun ue no se identifique en el esaito) dado que con el informe se pretende 
establecer años por más de 20 años, sin hacer referencia a que se ha tratado de forma 
constante rante ese tiempo; dicho informe nuevamente, no hace relación a la situación 
de su famil . Reiterando así que no se puede declarar responsable internacionalmente al 
Estado de uatemafa por 1a violación al derecho a 1a integridad persona], en los términos 

os 28 y 29 del presente escrito. 

D. UNTA VIOLACIÓN AL DERECIIO A LA HONRA Y DIGNIDAD CONTENIDO EN EL ARTICULO 11 
DH. 

i PDSJCIÓ DE LOS REPRESENTANnS DE lAS' vlcnMAS 

31. Los re resentantes de las víctimas indicaron que con las omisiones del Estado se 
permitió un violación a la protección a la honra y dignidad. 

ii 

32. to, este Tribunal ha establecido que la presunta víctima, sus familiares o sus 
es pueden invocar derechos distintos de los comprendidos en la demanda de 
sobre la base de los hechos presentados por ésta1B. No obstante ello, esta 

17 
Corte IDH. Gomes Lund y otros <-Guerrilha do Araguaiaª) Vs. Brasil. Exc:epciones Preliminares, Fondo, 

. Sen1encia de 24 de noviembre de 2010. Serie e No. 219. Párr. 237. 
"aneo Pensionistas" Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de febrero 
o. 98, párr. 155; caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 11 de mayo d 2007. Serie C No. 164, párr. 121, y Caso Escué Zapata Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4 de julío de 2007. Serie C No.165, párr. 92. 

----~--l_----------------------------~~.3, __ _ 
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represenra ióncomparte el criterio adoptado por la CIDH al no atribuirle responsabilidad 
internado al al Estado por la presunta violación al derecho reconocido y protegido en el 
artículo 11 Respecto a la Honra y a la Dignidad) de la CADH. 

33. El artí u)o 11 de la Convención Americana ·Protecdón de la honra y de la dignidmr 
preceptúa: 

1. Toda ersona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su 
di,gnid 
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, 
en la de u familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a 

o reputaci6n. 
ersona tiene derecho a la protecci6n de la ley contra esas injerencias o 

esos ata 
34. Bajo I preceptuado en el artículo citado, los Estados parte de la Convención tienen 

dos obUgac ones: la primera se refiere a respetar (abstenerse de interferir en el pleno goce 
del derech y garantizar ( adoptar medidas que impidan que ese derecho sea vulnerado). 
En el prese te caso y conforme al derecho que se resguarda conforme al artículo citado, 
esta repres ntación considera que no se desprende que haya existido injerencia arbitraria 
o abusiva r parte del Estado en contra de María Eugenia ViDaseñor que implique una 
violación al rticuJo 11 de la CADH. 

35. o que el Estado reconoce que conforme a la protección del derecho contenido 
en el artícu o citado, la señora María Eugenia Villaseñor Velarde tiene derecho al respeto 
de su hon y por lo tanto es prohibido todo ataque ilegal contra su honra o reputación e 
impone el eber de brindar la protección de la ley contra tales ataques. La Corte IDH ha 
indicado qu , ·en términos generales, el derecho a la honra se relaciona con la estima y valía 
propia, mie tru5 que la reputaci6n se refiere a la opini6n que otros tienen de una persona'"l-9• 

Con reladó a esto, el Estado ha cumplido con su deber al poner a disposición de María 
Eugenia Vill señor Velarde los medios para plantear denuncias por hechos que puedan ser 
constitutivo de delito y que le afecten directamente2°. Cabe resaltar también que la Corte 
es del c1·j río que no todos los actos de particulares necesariamente impJican 

d internacional para el Estado (ver supra. párr. 23). 

19 Corte IDH. Ca o Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 d enero de 2009. Serie e No. 193. Párr. 57. 
20 

Artículo 297 d 1 Código Procesal Penal, decreto 51-92 del Congreso de la Republica de Guatemala. 
(Denuncia). Cualq ier persona deberá comunicar, por escrito u oralmente, a la policía, al Ministerio Público 
o a un tnbunal I conocimiento que tuviere acen:a de la comisión de un delito de acción pública. El 
denuncian1e de - ser identificado. lgUa)mente, se procederá a recibir la instancia, denuncia o autorización 
en los casos de lo delitos que así lo requieran. 

_____ ..L---~--------------------~---_,..,,4 ___ __, 
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36. Es así que de los hechos alegados y las pruebas presentadas, la Corte deberá 
analizarla nforme a la sana critica para así establecer la convicción acerca de los hechos y 
su compro ación con toda la prueba que dentro del expediente ante el SIDH consta21

• 

37. legal de las medidas de reparac1on ordenadas por la Corte IDH en sus 
sentencias, se encuentra asentada en el artículo 63.1 de la CADH22, que, como se ha 
planteado nstantemente en la jurisprudencia, tienden a hacer desaparecer los efectos de 
las violado a los derechos humanos cometidas23• 

38. La Co e ha establecido que "Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la 
Convención Americana325, la Corte ha indicado que toda violación de una obligación 
;nternacion I que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente, y 
que esa dis osición recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios 
fundamen es del Derecho Internacional contemporáneo sobre responsabilidad de un 
Estado. '"24. i:mismo, se ha sostenido el criterio jurisprudencial que las reparaciones • ... 
deben tene un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños 
acreditados as( como las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos327. 268. En 
considerac · n de las violaciones a la Convención declaradas en los capítulos anteriores, la 
Corte proce e a analizar las pretensiones presentadas por la Commón y los representantes, 
así como lo argumentos del Estado, a la luz de los criterios fijados en su jurisprudencia en 
relación cor la naturaleza y alcance de la obligacfón de reparar, con el objeto de disponer las 
medidas dir ·aas a reparar los daños ocasionados a las vfctimas3l8"25• 

de la •Panel Blanca• (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 8 de 
rie e No. 37, párr. 52; caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá. Excepciones Prefiminares, 

es y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 2008. Serie C No. 186, párr. 64. 
H. 1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
rte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 
ndrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida 
con•urado la wlneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la 

21 Corte IDH. 
marzo de 1998. 
Fondo, Reparaci 
22 Artículo 63 CA 
Convención, la 
conculcados. Dis 
o situación que 
t ª rte lesionada. 

Corte IDH. Acell'edo .Jaramallo V otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares,. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C No.144, Párr. 175. 
24 Corte IDH. cas Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del Municipio de Rabinal Vs. 
Guatemala. Exce iones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 
2016. Serie e No. 28. Párrafo 266. 
25 Corte IDH. TICOlla Estrada y otros Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
nOll'iembre de • Serie e No. 191, párr. 110, Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chic:hupac y 

as del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Ver supra nota 22. Párr. 267. Caso Fomerón e 
hija Vs. Argent in Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abn1 de 2012. Párr. 146. caso Ticona 
Estrada y otros V . Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C 
No. 191, párr. 11 , y Corte IDH. Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. Excepciones 
Preliminares, Fon o, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012. Serie C No. 240, párr. 278. 

------'--~------------~------~----_ ..... s. __ __ 
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39. En igu I sentido. esta representación comparte el criterio de la Corte IDH al indicar 
que " ... l a reparación, como la palabra lo indica, está dada por las medidas que tienden a 
hacer desa 1arecer los efectos de la violación cometida. Su calidad y sv monto dependen del 
daño oca.si nado tanto en el plano material oomo moral La. reparación no puede implicar ni 
un enrique miento ni un empobrecimiento para la victima o sus sucesores (Cfr.: caso del 
ferrocarril e la bah(a de Delagoa, LA FONTAINE, Pasicrisieinternationale, Berne, 1902, p. 
406)."26 

40. rte IDH se ha pronunciado en el sentido de indicar que ·1a sentencia constituye 
onna de reparaci6n"71; no obstante eJJo. esta representación se pronunciará 

sobre qw n debe considerarse parte lesionada, con fundamento en los criterios 
jurísp.rude ciaJes de Ja Corte y, si en caso se decJarase Ja responsabiJidad internacional de) 
Estado. se ará una exposición sobre las medidas de reparación solicitadas, tanto por Ja 
Comisión e mo por los representantes de las víctimas. 

A. CONS RACIÓN RE.WECl'O DE LOS BENEFICIARIOS 

41. La Cor e IDH, desde su sentencia en el caso VeJásquez Rodríguez2ª, ha considerado a la 
•parte lesi nada· con derecho a las reparaciones que ordena la Corte IDH en sus 
sentencias, en concordancia con Ja definición de víctima del Reglamento de la Corte29 y la 
noción de • ta en la jurisprudencia de la Corte IDH. 

42. De esa uenta, sí se declarase responsable internacionalmente al Estado de Guatemala 
por las sup testas violaciones a derechos humanos cometidas en contra de María Eugenia 
Villaseñor. e reconoce como víctima a ella. únicamente por aquellos hechos que queden 
de bidameo e comprobados ante )a Corte. Con relación a las demás personas consideradas 
como vf cti as por los peticionarios y por ende, con derecho a reparación, esta 
rep1·esenta ión hace las siguientes consideraciones. 

43. En ese sentido, como ha manifestado el Estado (ver supra párr. 27-29) el criterio 
sustentado por la Corte ha sido reconocer como víctimas de violaciones a derechos 

26Corte IDH. Garrido y Baigorria Vs. Argentina. Reparaciones y Costas. 5en1eneia de 27 de agosto de 
1998. Serie C No 39. Párr. 43. Corte IDH. caso Trujillo Oroza Vs. Bolivia. Reparaciones y Costas. Sen1eneia de 
27 de febrero 2002. Serie C No. 92. Párr. 63. Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. 
Reparaciones y stas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie e No. 91 Párr. 41. Corte IDH. Caso de los 
"Niños de la Call " (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de 
mayo de 2001. rie C No. 77. Párr. 63. 
27

Corte IDH. Ca Neira Alegria y otros Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 
1996. Serie C No 29. Párr. 56. Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fon , Rt!4J'lraciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie e No. 211. Punto 
dispositivo 7. 
28 Corte IDH. Cas Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 
1987. Serie e No. . 
29 Artículo 2. Defi iciones Para los efectos de este Reglamento: ... 33. el término "víctima" significa la persona 
cuyos derechos h n sido violados de acuerdo con sentencia proferida por la Corte. 

-------'----~------~-------------~---- -',:.-~--, 
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humanos · los fu.miliares directos ( madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, 
compañer s y compañeras permanentes). En e) presente caso, aJ no tratarse de familiares 
directos r pecto de los hermanos de Ja señora María Eugenia ViJJaseñor y al no haberse 
probado 1te la Corte el vínculo directo o relación particular que en el presente caso 
existía, no se puede reconocer que posean derecho a reparación por las presuntas 
violacione que se alegan en el informe de fondo emitido por la CIDH y el ESAP presentado 
por )os rep esentantes de Jas víctimas. 

B. DE MEDIDAS DE REPARACIÓN SOUQTADASPOR. IA CIDH 

i. REPAR R INTEGRALMENTE LAS VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS TANTO EN EL ASPECTO 

COMO MORAL. 

44. Es con cido que la jurisprudencia de la Corte IDH en materia de reparaciones busca 
que la rep ración sea integral para las personas que se declaren víctimas ante el SIDH, 
buscando, n primer Jugar, que se logre Ja restitución de Jos hechos a la forma en que se 
encontrab antes de las violaciones alegadas. Cuando no es posible, se repararía el daño 
mediante I· entrega de una justa compensación, que ha estado presente en las sentencias 
de la Corte esde su primera sentencia en el caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. 

45. De es cuenta, se ha determinado que esta justa compensación incluye el daño 
material e i 1material ocasionado a las víctimas de violaciones a derechos humanos. En ese 
sentido, la jurisprudencia de reparaciones ha acotado que •El daño material supone la 
pérdida o trimento de los ingresos de la víctima, los gastos efectuados con motivo de los 
hechos y l consecuencias de carácter pecuniario que tenga un nexo causa./ con los hechos 
del caso ... "3 ; y, en su caso, que " ... Cuando corresponde. la Corte fija una indemnización que 
busque co ensar las consecuencias patrimoniales de las violaciones. Para resolver sobre el 
daño m ·at la Corte tendrá en menta el acervo probatorio, la jurisprudencia del propio 
Tribunal y I s argumentos de las partes. "31. 

30Caso Atosta erón, párr. 157. "EJ daffo material supone la pérdida o detrimento de los ingresos de la 
victima, los g efectuados ax, motitla de los hechos y las consec:uencias de carácter pecuniario que 
tengan un nexo ausal con los hechos del caso sub judice. la Corte considera demostrada la calidad de 
agricultor del se or Acosta Calderón (supra párr. 50.1). Este Tribunal observa que por la actividad que 
realizaba la pres nta víctima no es posible determinar cuál era su ingreso mensual, además de que no fueron 
aportados comp bantrs idóneos poro determinar con exactitud el ingreso que percibía en la época de su 
detención."; 
31 Caso Yatama, · rr. 242. "El daño material supone generalmente la pérdida o detrimento de ingresos, los 
gastos l!/edtlodt.$ can marivo de los hechos ,, las a,nsea,encias de carácter pecuniorio que tengan un nexo 
causal con los echos sub judice. Cuando corresponde, la Corte fija una indemnización que busque 

secuencias patrimoniales de las violadones. Para resolver sobre el da/fo material, la Corte 
I acervo probatorio, la jurisprudencia del propio Tribunal y los argumentas de las partes.". 

------L~----------------------------:1. __ _ 
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46. La Co te ya se ha abstenido de otorgar una reparación por daños materiales al no 
existir pr ba que acredite los gastos reclamados, como más adelante se expresará (ver 
infra párr. 63-64)32, y deberán quedar fuera todos aquellos daños reclamados que son 
eventuale y cuya realidad y certeza no se puedan determinar". 

47. parte, el inmaterial o moral "puede comprender tanto los sufrimientos y las 
ausados a las víctimas directas y a sus allegados, y el menoscabo de valores muy 
s para las personas, como las alteraciones, de car6cter no pecuniario, en las 

condicion de existencia de la víctima o su familia"34• Este daño puede ser compensado, 
también. ediante la realización de actos u obras de alcance o repercusión públícos35• 

48. Por Jo que esta representación considera que, si Ja Corte decide decJarar responsable 
internacim atmente al Estado por las supuestas violaciones a derechos humanos alegadas, 
la natura! y monto en concepto de daño material e inmaterial, dependerá del daño 

ii OESAR OLLAR Y COMPLETAR UNA INVESTIGACIÓN INDEPENDIENTE. IMPARCIAL, COMPLETA, EFECTWA 
Y DE NERA EXPEDITA, SOBRE LAS DENUNCIAS PRFSENTADAS POR l.A SEÑORA MARIA EUGENIA 
VIlLAS 'flOR 

49. Con r ]ación a Ja investigación, de la información que fue recabada37, se puede 
establecer ue el ente encargado de la persecución penal realizó la investigación de los 

fueron puestos de conocimiento ante este, desde la fecha de la denuncia, y 
ase en la información recabada dentro de las diligencias de investigación 
unado a lo anterior, se dio participación a la víctima dentro de las diligencias 

realizadas on el objeto de recabar información adicional que permitiera orientar la 
n a individualizar a ]as personas responsables de participar en ]os hechos. 

32 Caso Fennin amirez, párr. 129. "El daño material supone la pérdida o detrimento de los ingresos, los 
gastos efectuad s oon motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo 
causal con las vi lociones. Por otm parte, el daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las 
ajlia:iones caus dos a las víctimas de vio/adanes de derechos humanos y a sus allegados, como el 
menascaba de ~ 'lores muy signijicativos para las personas o sus oondidones de exislenc:id'. Párr. 130. "La 
Corte considero ue no puede condenar al paga de indemnizadán par las dañas materiales alegados, en 
virtud de que no hay pruebas que los acrediten. Por lo que toca al daño inmaterial, la Corte estima que esta 
sentencia constit ye per se una forma de reparación, de conformidad con la jurisprudencia internacional ... n . 
33 Santos Briz, Jai e, La responsabilidad civil, derecho sustantivo y derecho procesal. página 359. 
34 Corte IDH. Cas Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 
2003. Serie C No 100. Párr. 90. Corte IDH. Caso Acosta Calderón Vs. Eruador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 jmio de 2005. Serie e No. U9. Párr. 158. 
35 Corte IOH. C.aesar Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 11 de marzo 2005. 
Serie C No. 123. árr. 125. Corte IDH. Caso Huilca Tecse Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

2005. Serie c No. 121. Párr. 96. 
Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentenci de 7 de febrero de 2006. Serie C No. 144, Párr. 175. 
37 Anexo 4: MP. fid o No. SPAE-217-2017 (COPREDEH-75-2017), de fecha 24 de agosto de 2,017. 
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50. mo fuera indicado por el Estado, no se puede establecer la participación de 
tales en los hechos denunciados, con base en la información recabada sobre las 
nes reali7.adas38• 

iii. LAS MEDIDAS ADMINISTRATIVAS, DISCIPLINAR/AS O PENALES CORRESPONDIENTES FRENTE 
CCIONES U OMISIONES DE LOS FUNCIONARIOS ESTATALES QUE CONTRIBUYERON A LA 

ÓN DE JUSTICIA E IMPUNIDAD EN LA QUE SE ENCUENTRAN LOS HECHOS DEL CASO 

51. do reitera que se rige por los estándares de protección del Sistema 
lnterameri no de Derechos Humanos, de los que se deriva la obligación estatal de 
proteger to os los derechos garantizados en la Convención Americana, a favor de todas las 
personas q e se encuentran en la jurisdicción del Estado de Guatemala. 

52. Con re ación a las medidas solicitadas por la CIDH, el Estado solicita a la Corte que 
valore que, e conformidad con la información que se recabó, se iniciaron acciones penales 
por las den ocias planteadas por la señora Maria Eugenia Villaseñor Velarde, y que, dentro 
de las prue as remitidas tanto por la CJDH como por los representantes de las víctimas, no 
se incluye inguna investigación adicional por todos los hechos que se argumentan son 
constitutiv de responsabilidad internacional 

iv. f MPLEJ.t :AR MEDIDAS DE NO REPETICIÓN PARA ASEliURAR QUE IA5 INVESTIGACIONES DE 
DENUNC '.AS REALIZADAS POR JUECES Y JUEZAS, ASI COMO LAS EVENTIJALES MEDIDAS DE PROTECCIÓN A 

53. El MP e enta con la Unidad de de delitos cometidos contra Operadores de Justicia de la 
Fiscalía de Derechos Humanos, unidad que al momento de tener conocimiento de la 
interposició de una denuncia por parte de Juez o una Juez, inicia las diligencias de 
urgencia d otro del expediente a cargo del Auxiliar Fiscal designado. Dentro de las 
diligencias practicar se remite solicitud a la Dirección General de la PNC y al Viceministro 
de Segurida del MINGOB para que se proceda a implementar el mecanismo de seguridad 
preventiva egún el Protocolo de lmplementaci6n de Medidas de Seguridad Inmediatas 
y Preven · para brindar las medidas de seguridad pertinentes. Dichas instituciones 
deben coor · nar la reali7.ación del análisis de riesgo para brindar seguridad al denunciante, 
quedando la Unidad del MP a la espera del informe que se remita sobre la seguridad que se 
le prestará . denunciante39. 

54. Posterí rmente la Unidad del MP continúa con las investigaciones por la denuncia 
planteada, t niendo presente que si dentro de la investigación se establece que continúa el 
peligro o am naza a la integridad física del denunciante, se procede a remitir información a 

38 ODH, Informe No. 46/16, Caso 11.388, Admisibilidad y Fondo, Maria Eugenia Villaseñor y familia, 
Guatemala, 29 de oviembre de 2016. Párr. 2. 
39 MP. Oficio no. S AE-192-2017 (COPREDEH-77-2017}defecha 16deagostode2,017. 

19 
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las institu iones ya relacionadas (Dirección General de la PNC y al Viceministro de 
Seguridad el MINGOB) para su conocimiento en lo relacionado a la evaluación de análisis 
de riesgo o odi ficación de las medidas ya adoptadas40. 

c. DE LAS EDIDAS DE IIB'ABACIÓN SOUOTADAS POR ws REPRESENTANTES DEI.AS vtcnMAS 

55. Con r ladón a las medidas de reparación solicitadas por los representantes de las 
víctimas, el Estado se permite hacer las siguientes consideraciones: 

í. RECONi O MIENTO DE RESPONSABILIDAD 

56. Los re resentantes de las víctimas requieren que "el Estado de Guatemala reconozca: 
... Que no lvaguard6 adecuadamente la independencia de los jueces guatemaltecos ... "; a 
este respec o, el Estado considera que dicha petición responde a una solicitud ín abstracto 
respecto d víctimas que no fueron debidamente identificadas41 en el procedimiento ante 
eJ SIDH y e por Jo tanto están fuera de la jurisdicción de denuncias individuales de Ja 
CIDH o de I· Corte IDH. 

57. Es así ue si se declara la responsabilidad internacional del Estado por los hechos 
s upuestam nte atribuibles a éste y, en consecuencia, se ordena se reconozca dicha 
responsabil dad, el Estado indica que deberá ser proporcionada, es decir, únicamente por 
aquellos b hos que queden debidamente comprobados ante la Corte y que no sea posibles 
repararlos ediante la restitución o indemnización que se pudiera fijar y que, de ninguna 
forma, ado te una forma humi11ante para el Estado42. 

ii 

58. El Esta o entiende que Ja obligación del pago de una medida de reparación económica 
deriva de la violación a la Convención Americana y el deber de reparar que 
intrínsecam nte conJleva. Ya la Corte se ha expresado en e] sentido de indicar que Ja 
indemnizac • n que se otorga a favor de la parte lesionada debe ser compensatoria y no 

40 
MP. Oficio no. PAE-192-2017 (COPREDEH-n-2017) de fecha 16 de agosto de 2,017. 

41 
Artículo 35.1.b del Reglamento de la CIDH. "Sometimiento del caso por parte de la Comisión l. El caso 

será sometido a la Corte mediante la presentación del informe al que se refiere el artículo SO de la 
Convención, que contenga todos los hechas supuestamente violatoños, indusive la identificación de las 
presuntas victim . Para que el caso pueda ser examinado, la Corte deberá reabir la siguiente infonnación:-. 
b. los nombres, iJecri6n. 1eléfono, correo electrónico y facsímile de los rep,esen1antes de las presuntas 
victimas debida nte acreditados, de ser el caso; ... " 
41 Resolución ap bada por ta Asamblea General [sobre la base del informe de la Sexta Comisión (A/56/589 y 
Corr.1)] 56/83. R ponsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos. Articulo 37. 
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sancionato ia puesto que el princ1p10 de fijar indemnizaciones cuyos valores tienen 
propósito jempJarizantes o disuasivos no se aplican en el actual derecho intemacional43• 

59. • ... Cua do corresponde. la Corte fija una indemnización que busque compensar las 
conseo,en ·as patrimoniales de las violaciones. Para resolver sobre el daño material, la Corte 
tendrá en en ta el acervo probatorio, la jurisprudencia del propio Tribunal y los argumentos 
de las part ."44. 

Daño inm 1 (Reparación moral) 

60. El dañ inmaterial o moral puede comprender sufrimientos y aflicciones causados a 
las víctima directas y el menoscabo de valores significativos para las personas y otras 
perturbad nes que no son susceptibles de medición pecuníaria4s; éste. puede ser reparado 
mediante a compensación o bien, mediante la realización de actos u obras de alcance o 
repercusjó públicos%. 

61. En el aso concreto, la señora María Eugenia Ví11aseñor VeJarde solicita que por el 
daño mora ocasionado a su persona y a su familia, de conformidad con los parámetros 
dados por jurisprudencia de la Corte se pague la cantidad de doce mí11ones de dólares 
americano En ese sentido, esta representación quisiera resaltar que la cantidad solicitada 
por 1a señ Villaseñor Ve]arde es excesiva y no es acorde a ]as violaciones a derechos 
humanos a. das por a Jo largo del proceso internacional. En ese sentido, la Corte se ha 
pronunciad en el sentido de que ésta " ... no es un 12 tribunal pena/y su competencia, en 
esteparticu ar, es la de fijar las reparaciones a cargo de los Estados que hubieren violado la 
Convención. La reparación, como la palabra. lo indica, está dada por las medidas que tienden 
a hacer des parecer los efectos de la violación cometida. Su calidad y su monto dependen del 
daño orosio ado tanto en el plano material romo moral. la. -reparación no puede implicar 
ni un enri uecimiento ni un empobrecimiento para la víct.ima o sus sucesores (Cfr.: 
caso del fer carril de la bahía de Delagoa. LA FONTAINE, Pasícrisieintemationale, Heme, 
1902, p. 40 ."47, por lo que la reparación, siguiendo los parámetros que la jurisprudencia 

43 Corte IDH. Cas Velásquez Rodréuez Vs. Honduras. Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de julio de 
1989. Serie e No. 7. Párr. 38. 
44 

caso Yatama, árr. 242. "El daño material supone generalmente la pérdida o detrimento de ingresos, los 
gastos efectuado con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo 
causal con los echos sub judice. Cuando conesponde, la Corte fija una indemnización que busque 
compensar las e secuencias patrimoniales de las violaciones. Para resolver sobre el daño material, la Corte 
tendrá en cuenta I acervo probatorio, la jurisprudencia del propio Tribunal y los argumentos de las partes."'. 
45 

Corte IDH. cas de los ·Niios de la ca11e· (Villagrán Morales y otros) Vs. Gua1emala. Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. n . Párr. 84. 
46 Loe. Cit. 
47

Corte IDH. cas Garrido y Baigorria Vs. Argentina. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 
1998. Serie C N . 39. Párr. 43. En este mismo sentido: Corte IDH. caso Trujillo Oroza Vs. Bolivia. 
Reparaciones y stas. Sentencia de 27 de febrero de 2002. Serie C No. 92. Párr. 63. Corte IDH. caso Bámaca 
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de reparaciones ha establecido, ésta no puede implicar enriquecimiento para la 
ctima. 

62. ecordar que la Corte, en el caso Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam, decidió 
pertinente verificar la situación económica, financiera y bancaria del país para así dictar 
una sente cia (en materia de reparaciones y costas), ajustada a la realidad nacional48; por 
Jo que e) Estado solicita a )a Honorable Corte que si se dedara )a responsabiJidad 
iuternacio al de) Estado y se ordena fijar una justa indemnización a favor de ]a señora 
María Eug nia Villaseñor Velarde, ésta deberá ser conforme al sentido y alcance de lo 
establecid en el artículo 63.1 de )a CADH. 

63. Adicio al al pago pecuniario por daño moral solicitado, en el ESAP los representantes 
de las pres n tas víctimas solicitan a la Corte •que la CSJ haga público el informe rendido por 
la Supervis ón General de Tribunales de fecha 1 de julio de 1,999, expediente 952-99, que se 
encuentra n archivo del pleno de la csr. esta representación señala que conforme consta 
en )as p:ru bas que se acompañaron a) ESAP, la solicitud de hacer público el referido 
informe. é ta ya fue conocida y resuelta conforme a la legislación intema49 , puesto que La 
Presidenci · de) Of consideró, con base en las facultad es que la Ley le otorga, que las 
acusacione que presentaron en medios de comunicación en contra de ]a señora María 
Eugenia v· aseñor Velarde, le daban a ella la potestad de acudir y hacer uso de su derecho 
de respa regulado en e) artículo 35 de ]a CPRG, artículo 37 de la Ley de Emisión de) 
Pensamien o y reconocido también en el artículo 13 de la CADH. 

64. En es mismo sentido, esta representación considera que a] haberse resuelto 
conforme la legislación interna y en estricta aplicación de las del bloque de 
constitucio aüdad aplicables, )as cuales son consistentes con lo establecido en la 

Americana, no es viable la publicación del referido informe conforme a la 
reparación solicitada, sin que eJlo implique e) derecho irrestricto e 

jrrenuncia le que tiene la señora Maria Eugenia ViJlaseñor Velarde de acudir a ejercer e] 
derecho de ·espuesta que le corresponde. 

65. Ahora ien, con relación a la señora Beatriz Eugenia Villaseñor Velarde (hija de la 
señora M ía Eugenia ViJlaseñor Velarde ), el Estado considera que si la Corte llegase a 
determinar que es víctima de alguna violación a DDHH consagrados en ]a CADH, ésta 
deberá fija una compensación por daño inmaterial acorde a las circunstancias propias del 
caso. 

Velásquez Vs. G temala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91 Párr. 
41. Corte IDH. de los "'Niiios de la Calle"' (Vllagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y 
Costas. Sentenci de 26 de mayo de 2001. Serie e No. n. Párr. 63. 
48 

Corte IDH. Cas Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de septiembre de 
1993. Serie e No. 15. Párr. 40. 
49 Solicitud prese tada por la señora Maria Eugenia Villaseffor Velarde (Ref. 5279-l/ORCA) de la Presidencia 
del OJ, de fecha de noviembre de 2,015 (ver pruebas ESAP). 

------L------------------------~----.. :;>----. 
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66. Con r ladón a los hermanos de la presunta víctima, María Eugenia Villaseñor Ve larde, 
esta repre entación reitera la postura argumentada en )os párr. 27-29, 4-0-42 al compartir 
e) criterio ue ha asentado la Corte IDH respecto de aqueHos que no son familiares directos 
pues en el resente caso no se hace relación a las acciones emprendidas por los hermanos 
de )as víctí as para Ja búsqueda de )a justicia o eJ involucramiento directo que han tenido 
así como l· s consecuencias de los hechos que acarrean son responsabilidad internacional 
del Estad de Guatemala por Jo que la Corte no podría fijar una indemnización 
compensa ria que cubra dichos rubros. 

(Daño emergente y gastos de manutención de seguridad pública) 

67. El dañ material, en la jurisprudencia de la Corte, se ha entendido como la pérdida o 
detriment de los ingresos de la víctima, los gastos efectuados con motivos de los hechos y 
las consec encias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del 
casoSO. 

68. En cu nto a estas pérdidas, señaladas por Jos representantes de Jas víctimas en el 
ESAP, y d los cuales solicitan reintegro conforme a la modalidad del daño emergente 
(anaJizado mpliamente en la jurisprudencia de reparaciones de la Corte IDH), el Estado 
indica que e declararse la responsabilidad internacional por las supuestas violaciones a 
DDHH con empJados en la CADH, la Corte deberá fijar aquellas medidas de reparación 
tendientes reparar o reducir los efectos propios únicamente de las violaciones que se 
declaren, d do que los montos que se solicitan en concepto de daño emergente no son 
razonables nj se respaldan documentalmente conforme a )as pruebas aportadas por los 
represen.ta tes por lo que los mismos deberán ser analizados desde el nexo causal que 
tengan y Ja violaciones sufridas por las presuntas víctimasst. 

Reintegro de g stos 

69. Si bie los gastos y las costas están incluidos dentro del concepto de reparación 
contenido el artículo 63.1 de la CADHS2, éstos deberán ser otorgados a las personas que 
la Corte det rmine como víctimas del caso, atendiendo a las circunstancias propias de éste, 
·siempre y ando su quantum sea razonabk-S3. 

70. Con rel ción al caso concreto, los representantes de Jas víctimas indican que solicitan 
el reintegro de los gastos a favor de María Eugenia Villaseñor Velarde por la cantidad de 

50 
Corte IOH. Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sente de 26 de mayo de 2010. Serie e No. 213. Párr. 242. 
51 

Corte IDH. Ca Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2004. Serie- e No. . Párr. 203. 
52 

Corte IDH. Ca Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Op Cit. Párr. 254. 
53 Corte IDH. Cas Garrido y Baigorria Vs. Argentina. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 
1998. Serie e No. 9. Párr. 82. 
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seis mil] nes de americanos ($6,000,000.00) sin que se sustente, 
documen lmente, la pretensión solicitada. En este sentido, la Corte ha indicado que 
cuando se efiera a desembolsos económicos se debe establecer con claridad los rubros y la 
justilicaci • de los mismos54, dado que la cifra solicitada es excesiva y se solicita. no como 
una medi a de reparación sino como una sanción pecuniaria en contra de] Estado de 
Guatemala lo que, a la luz de la jurisprudencia de la reparaciones, es improcedente. 

7L Ya la Corte IDH, en el caso Caso Aloeboetoe y otros Vs.. Surinam, "decidió que su 
Secretaria djunto ... viajara a Suriname para obtener información adicional acerca de la 
situación conómica, _financiera y 1,anairia del país... a fin de obtener información 
enderezad a facilitar al Tribunal dictar una sentencia ajustada a la realidad ... "'55, por lo que 
el Estado licita a la Honorable Corte que, si decide el reembolso de los gastos a favor de 
María Eug nía Villaseñor Velarde, éstos deberán únicamente aquellos comprobables ante 
la Corte y 01úorme a las circunstancias concretas del caso, tomando en consideración la 
situación recaria en )a que se encuentra el país y )a realidad económica de éste y de la 
presunta v ctima, de modo que este reembolso no se ordene como una sanción pecuniaria 
sino confo e al sentido y akance de lo establecido en el artículo 63.1 de la ADH. 

VII.CONSI ERACIONES DEL EsTADO RESPECTO DE IAS PRUEBAS OFRECIDAS 

A. RESPB o DE LAS PRUEBAS OFRECIDAS POR LA CIDH y LOS REPRESENTAN'lll DE lAS vírnMAS 

72. Con re ación a las pruebas aportadas tanto por la CIDH como por los representantes 
de las víc mas, el Estado concuerda con los criterios jurisprudenciales de la Corte en 
cuanto a q e • En un tribunal internacional como es la Co~ cuyo fin es la protección de los 
derechos h manos, el procedimiento reviste particularidades propias que le diferencian del 
proceso de erecho interno. Aquél es menos formal y más flexible que éste, sin que por ello 
deje de cui r la seguridad jurídica y el equilibrio procesal de las partes. Lo anterior permite 
al Tribunal una mayor flexibilidad en la valoración de la prueba rendida ante él sobre los 
hechos pert nentes, de acuerdo con las reglas de la lógica y con base en la experiencia"56. 

73. ismo sentido. se reconoce que la recepción y valoración de la prueba La Corte 
aido en su jurisprudencia que • ... en cuanto a la recepción y la valoración de la 
los procedimientos que se siguen ante ella no están sujetos a las mismas 

formalidad que las actuaciones judiciales internas y que la incorporaci6n de determinados 
elementos I acervo probatorio debe ser efectuada prestando particular atención a las 

Chilay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentenci de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212. Párr. 284. 
55 

Corte IDH. ca Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de septiembre de 
1993. Serie e No. 15. Párr. 40. 
56 Corte IDH. Cas Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie e 
No. 70. Párr. 97. 
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circunstan ias del caso concreto,y teniendo presentes los limites trazados por el respeto 
a la segur ad jurídica y al equilibrio procesal de las partes. "51 ( el subrayado es propio). 

74. Es imJ ortante señalar que ni la ODH ni los representantes de las presuntas víctimas 
en el P.SAP acompañan información alguna sobre las denuncias penales planteadas con el 
objeto que el F.stado pueda, a nivel interno, iniciar la investigaciones correspondientes, 
agotar las 1 neas de investigación para que, si fuese el caso, se individualice a las personas 
responsabl s y se sancione conforme al derecho penal interno. Esto debido a que las 
pruebas se reciben con base en el principio de contradictorio, el cual respeta el derecho de 
defensass, da oportunidad a ambas partes de conocer todos los hechos que se alegan, 
dentro de ll contexto en específico. 

75. Aunad a lo anterior, la CIDH ofreció, como declaración pericial, del perito Leandro 
Despouy, c ya declaración versará sobre n de independencia judicial y sus implicaciones 
concretas n la •garantía contra presiones externas". El/la perito/a desarrollará las 
obligacion esta.tales especificas que derivan de dicha garantía. así como su interrelaci6n 
con los deb res de respecto y garontfa de los derechos a la vida e integridad judicial de los 
jueces y ju zas. EVla perito/a se referirá a la manera en que deben implementarse ta.les 
obligacione particularmente en contextos generales de presiones externas"59. 

76. Con re ación al peritaje propuesto por la CIDH, el F.stado considera que no deberá 
diligencia dentro del expediente ya que no aporta información concreta sobre los 
hechos qu fueron sometidos al conocimiento contencioso de la Corte y se referirá 
únicament a información en un contexto general sobre la aplicación de los estándares en 
materia de ndependencia judicial, siendo así que no podría atribuirse responsabilidad al 
Estado sob e un grupo indeterminado de víctimas que no son ni han sido parte dentro del 
trámite del presente caso, en un contexto que no representa la siruación de la señora 
Villaseñor. 

77. Por Jo que, si ]a Corte determina que deberá presentarse el mismo, esta deberá 
delimitar lo puntos sobre los cuales versará la declaración del perito propuesto, con base 
en los bech s que fueron delimitados y sometidos al conocimiento cont.encioso de ella. 

57 Corte IDH. cas Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2004. Serie e No. 11. Párr. 48. 
58 

Caso de los He os Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110, párr. 40; Caso 
19 Comen:ian1es. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 64. 
59 ODH. Comun · · · de fecha 15 de marzo de 2017 dentro del caso 11388, Admisibilidad y Fondo, Maria 
Eugenia ViUasefio y otros Guatemala. pág. 2. 
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VIII. _p UEBAS OFRECIDAS POR EL Esl'AOO DE GUATEMALA 

EDEH. Oficio Ref. P-783-2015/AFAF/AU/iv, de fecha 09 de octubre de 2,015. 

Anexo 2: 7 / 6/2013-RS-5000001 REF. Actualización de Medidas Cautelares Otorgadas 
Guatemala. 

Anexo 3: MP Oficio No. SPAE-217-2017 (COPREDEH-75-2017), de fecha 24 de agosto de 
2.017. 

UENCIA DEL EsTADO DE GUATEMAIA PARA NEGOCIAR UN ACUERDO DE SOLUCIÓN 

78. El Es do solicita a la Honorable Corte se tome nota de la intención de llegar a un 
Acuerdo d Solución Amistosa con ]os distinguidos representantes de las víctimas y los 
peticionari s, tal como fue reiterado por escrito y en las reuniones sostenida con los 
mismos. 

79. Con r ación a la anuencia a la suscripción de un Acuerdo de Solución Amistosa, el 
Estado ma ifiesta que ésta no podría entenderse esa propuesta como un reconocimiento 
de respons bilidad sino, al contrario, como un cumplimiento de buena fe de los propósitos 
de la Conve 1ción60. 

80. o de Guatemala respetuosamente formula el presente petitorio a la Honorable 
Corte lnter mericana de Derechos Humanos solicitando: 

Primero, Que e tenga por presentado, dentro del plazo improrrogable otorgado, el escrito de 
contestación e demanda, con ]as argumentaciones correspondientes con relación a las 
presuntas vio ciones a derechos humanos alegadas por la Ilustre Comisión y los distinguidos 
representan . de las víctimas, y que el mismo se incorpore al expediente respectivo. 

Segundo, Que e tengan por ofrecidos los medios de prueba debidamente individualizados en 
el apartado re pectivo de] presente escrito y que los mismos sean valorados conforme a ]os 
criterios juris rudenciales establecidos, y que demuestran y respaldan las presuntas 
violaciones a d rechos humanos ya descritas. 

611 Corte IDH. Ca Caballero Delgado y Santana Vs. Colombia. Excepciones Preliminares. Sentencia de 21 de 
enero de 1994. ie e No. 17. Párr. 30. 
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Tercero, Que se tome nota de la anuencia del Estado de llegar a un acuerdo de solución 
amistosa den o de) presente caso. 

Cuarto, Que n caso la Corte IDH se pronuncie sobre e) fondo del asunto y decida declarar )a 
responsabilid 1d internacional del Estado, se tome en cuenta, conforme a los hechos del caso, 
que el Estado no tuvo conocimiento de todos )os hechos alegados por la peticionaria por no 
haberse plan eado, oportunamente, las denuncias penales correspondientes por lo que no 
existió posibil dad de dar respuesta a nivel interno. 

Quinto, Que la Corte declara la responsabilidad internacional del Estado por las presuntas 
violaciones a erechos humanos alegadas, que las medidas de reparación que se negaren a 
ordenar, gua1 den un nexo con )os daños alegados y aquellos que queden debidamente 
comprobados n te al SIDH. 

Sexto, que la ·orte tome en consideración la anuencia del Estado para remitir cualquier otra 
información ue se requiera con el objeto de resolver el presente caso, acorde a las 
circunstancia y realidad del mismo. 

Licda. Susan 
Sobdire 

co 




